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SENTENCIA N.° 022-11-SEP-CC

CASO N.° 0551-09-EP

CORTE CONSTITUCIONAL PARA EL PERÍODO DE TRANSICIÓN

Juez Constitucional Sustanciador: Dr. Edgar Zarate Zarate

I. ANTECEDENTES

Resumen de admisibilidad

La presente acción extraordinaria de protección fue interpuesta para ante la Corte
Constitucional el 28 de julio del 2009.

De conformidad con lo establecido en el artículo 7 de las Reglas de Procedimiento
para el Ejercicio de las Competencias de la Corte Constitucional, para el período de
transición, el Secretario General certificó el 28 de julio del 2009 a las 09hl8 que no
se ha presentado otra demanda con identidad objetiva, subjetiva y acción.

Por su parte, la Sala de Admisión, mediante auto de fecha 12 de agosto del 2009 a
las 19h35, declaró que la acción extraordinaria de protección cumple con los
requisitos de admisibilidad establecidos en el artículo 52 de las Reglas de
Procedimiento para el Ejercicio de las Competencias de la Corte Constitucional,
para el período de transición, y en consecuencia, admite a trámite la presente
acción.——

De acuerdo al sorteo realizado el 26 de agosto del 2009, y, en concordancia con el
artículo 9 de las Reglas de Procedimientos para el Ejercicio de las Competencias de
la Corte Constitucional, para el período de transición, correspondió al juez
constitucional, doctor, Edgar Zarate Zarate la sustanciación de la causa.

De la solicitud y sus argumentos

El señor Jimmy Salazar Gaspar, en su calidad de director general encargado de la
Dirección General de Registro Civil, Identificación y Cedulación, presenta una
acción extraordinaria de protección en contra de la sentencia emitida por la Primera
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Sala Especializada de lo Penal de la Corte Provincial de Pichincha con fecha 12 de
junio del 2009, dentro del proceso de acción de protección N.° 230-09-SC,
mediante la cual revoca la sentencia recurrida y acepta el recurso de apelación
propuesto, dejando, en consecuencia, sin efecto las acciones de personal de
traspaso de puestos y cambios administrativos del 11 de febrero del 2009 y 125-
DIR-GR del 13 de febrero del 2009, dictadas en contra de los accionantes por el
señor Director General de Registro Civil, Identificación y Cedulación, amparado en
lo dispuesto en los artículos 94 y 437 de la Constitución de la República.

Señala como antecedente la sentencia de fecha 16 de marzo del 2009, mediante la
cual el Juez Quinto de Trabajo de Pichincha niega la acción de protección
interpuesta, por considerar que se trata de aspectos de mera legalidad. Sin embargo,
al ser apelada tal resolución, con fecha 12 de junio del 2009, la Primera Sala de lo
Penal de la Corte Provincial de Pichincha concede la acción de protección en los
términos mencionados anteriormente.

El accionante sostiene que la resolución impugnada vulnera los derechos a la tutela
judicial efectiva, debido proceso y seguridad jurídica, contemplados en los artículos
75, literal k del numeral 7 del 76 y 82 de la Constitución de la República,
respectivamente, y artículos 25 y 8 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos. Esto es, se considera vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva al
haberse dictado sentencia por un juez que no era competente, por tratarse de
asuntos de mera legalidad y no de trasgresión de derechos fundamentales, esencial
para proponer una acción de protección, a más de haberse realizado una
interpretación aislada de las normas constitucionales, sin observar la interpretación
sistemática propia de un Estado constitucional.

En relación al derecho al debido proceso, el accionante afirma que la sentencia
incurre en tal vulneración al no haberse cumplido con el presupuesto indispensable
de contar con un juez o tribunal competente para resolver una controversia de mera
legalidad y no constitucional, vulnerándose de tal forma los mecanismos previstos
por el ordenamiento jurídico ecuatoriano y configurándose en última instancia un
fraude a la Constitución.

Por otro lado, se considera vulnerado el derecho a la seguridad jurídica en la
medida en que la Primera Sala de lo Penal de la Corte Provincial de Pichincha, al
aceptar la acción de protección, en asunto de mera legalidad, ha eliminado la
certeza jurídica de lo que es el Derecho y de los efectos que debían cumplirse con
cada institución.
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El accionante solicita que esta Corte declare la violación de los derechos
constitucionales a la tutela judicial efectiva, al debido proceso y a la seguridad
jurídica y, en consecuencia, deje sin efecto la sentencia dictada por la Primera Sala
Especializada de lo Penal de la Corte Provincial de Pichincha, de fecha 12 de junio
del 2009, dentro del proceso jurisdiccional de acción de protección número 230-09-
SC.

Auto impugnado

Sentencia de fecha 12 de junio del 2009 a las 10h5L- Primera Sala
Especializada de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha.-
Proceso N.° 230-09-SC:

"PRIMERA SALA ESPECIALIZADA DE LO PENAL DE LA CORTE

PROVINCIAL DE JUSTICIA DE PICHINCHA.- Quito, 12 de junio de
2009.- Las 10h51.- VISTOS: (...)En la especie, luego del análisis y estudio
al expediente, la Sala considera que el acto administrativo constante en las
acciones de personal emitidas por el Director Nacional del Registro Civil,
Identificación y Cedulación de fecha 11 de febrero del 2009 y del 13 de

febrero del 2009 y que corresponden a los servidores públicos
demandantes... han vulnerado sus derechos, al haberse ordenado el traspaso
injustificado de sus puestos de empleados del Registro Civil que venían
desarrollando normalmente en la Unidad de Turubamba y Unidad Norte del
Cantón Quito, encontrándose por tanto que, tal decisión administrativa, que
fuera indebida y violatoria a sus derechos, alteró y causó un perjuicio en su
rutina diaria, donde se encuentra ordenes de carácter familiar, laboral,
económico, de salud, alimentación y social, entre otros, hechos demostrados
con las pruebas aportadas a la acción del tratamiento, quebrantando de tal
suerte, normas constitucionales contenidas en los artículos 76 numeral 1 y 7
literal 1), 226, 229 y 325, de la Constitución Política de la República: y
artículos 40 y 41 de la Codificación de la Ley Orgánica de Servicio Civil y
Carrera Administrativa y artículo 67 del Reglamento a la LOSCCA, sin que
para ello la Autoridad Nominadora, haya tomado en cuenta las disposiciones
constitucionales y legales enunciadas y aplicar correctamente las mismas, al
momento de expedir el acto administrativo de traspaso de puesto y cambios
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administrativos, mismas que constan en las acciones de personal de cada uno
de los servidores públicos accionantes han presentado, situación que hace
prever que la acción propuesta devenga en procedente. Por las
consideraciones expuestas, sin necesidad de otras disquisiciones, de
conformidad con lo estipulado en el Arí. 44, numeral cuarto, inciso tercero
de las Reglas del Procedimiento para el Ejercicio de las Competencias de la
Corte Constitucional para el Periodo de Transición, ADMINISTRANDO
JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR,
Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA

REPÚBLICA, se revoca la sentencia recurrida y se acepta el recurso de
apelación propuesto, consecuentemente, se dispone dejar sin efecto las
acciones de personal Números 098-DIR-GR ..., de traspaso de puestos y
cambios administrativos de 11 de febrero de 2009 y 125-DIR-GR de 13 de
febrero de 2009, dictadas en contra de los accionantes, por el señor Director
General de Registro Civil, Identificación y Cedulación, debiendo el aludido
funcionario reintegrar inmediatamente a los accionantes a los lugares de
trabajo que mantenían antes de expedirse el acto administrativo que
contienen las acciones de personal antes referidas. Con el objeto de dar
cumplimiento a las disposiciones contenidas en los artículos 76, 82 y 172,
inciso segundo de la Constitución de la República del Ecuador, que
garantizan el derecho al debido proceso, la seguridad jurídica y el principio
de la debida diligencia en los procesos de administración de justicia, se
dispone que el señor Secretario Relator de esta Sala, una vez ejecutoriada
este sentencia, remita una copia certificada de la misma a la Corte
Constitucional, conforme a lo dispuesto en el artículo 86, numeral 5 ibídem,
y luego devuelva el expediente al juzgado de origen.- NOTIFIQUESE.-"

De la contestación y sus argumentos

Los doctores Marco Antonio Maldonado Castro, Patricio Arízaga Gudiño y Jorge
Cadena Chávez, en sus calidades de jueces provinciales y juez interino de la
Primera Sala Especializada de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia de
Pichincha, respectivamente, dando cumplimiento a lo dispuesto por la Segunda
Sala de la Corte Constitucional del Ecuador, para el período de transición, mediante
providencia del 26 de agosto del 2009, en atención a la acción extraordinaria de
protección presentada el 28 de julio del 2009, presentan su informe, en el cual
solicitan que la acción extraordinaria de protección formulada por el accionante sea
rechazada por improcedente, en la medida en que no se han configurado los
requisitos de procedibilidad de la acción y se ha demostrado que al conocer y
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resolver la acción de protección N.° 230-09-SC, la Sala actuó conforme con los
mandatos constitucionales, con mayor razón si se tiene en cuenta que la sola
inconformidad del accionante con la sentencia objeto de la impugnación y por
tanto, con la desestimación de sus alegaciones, no implica, bajo ninguna
circunstancia, que exista vulneración de derechos. Por ello, afirma que al haberse
constatado la vulneración de derechos fundamentales, la sentencia dictada es
correcta, y en tal sentido se ha ordenado la reparación integral del daño ocasionado,
dejando sin efecto las acciones de personal impugnadas y disponiendo que, en
forma inmediata, el Director General de Registro Civil, Identificación y Cedulación
reintegre a los funcionarios a los lugares de trabajo que tenían antes de la
expedición de esas acciones de personal.

De los argumentos de otros accionados con interés en el caso

La contraparte del accionante, en atención a lo previsto en el literal b del artículo
56 de las Reglas de Procedimiento para el Ejercicio de las Competencias de la
Corte Constitucional, para el período de transición, publicado en el Registro Oficial
N.° 466 del 13 de noviembre del 2008, presenta su informe respecto a la presunta
vulneración en el proceso de los derechos fundamentales esgrimidos, y sostiene que
en la sentencia expedida por la Primera Sala Especializada de lo Penal de la Corte
Provincial de Justicia de Pichincha no se ha vulnerado el derecho a la tutela

efectiva, por cuanto el accionante de la presente acción ha comparecido al Juzgado
Quinto del Trabajo de Pichincha e incluso ha obtenido sentencia favorable, todo lo
cual demuestra que en ningún caso ha quedado en indefensión.

Respecto a la presunta vulneración del derecho al debido proceso, señala que tal
hecho debió ser alegado ante el Juez Quinto de Trabajo de Pichincha, sin embargo,
se radicó la competencia en la Primera Sala. Además, determina que no se trata
únicamente de revisar la legalidad del acto administrativo, sino su legitimidad para
llegar a establecer la vulneración del derecho, lo que en el caso ha ocurrido luego
de un profundo análisis de la prueba y extensiva argumentación.

Finalmente, solicita que la Corte Constitucional en sentencia inadmita la acción
planteada por la Dirección General del Registro Civil, Identificación y Cedulación.

II. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA CORTE

CONSTITUCIONAL

Competencia
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Partiendo del postulado que la justicia constitucional es vital para la tutela de los
derechos fundamentales, pues su existencia se ha convertido en un elemento
esencial de la garantía de la libertad y de los demás derechos fundamentales , la
actividad que realizan las cortes constitucionales se torna necesaria para una tutela
orgánica de los derechos reconocidos y garantizados en la Constitución, las cuales
se confirman como el principal tribunal de los derechos y de las libertades .

Por ello, las decisiones que adoptan las cortes constitucionales, piedra angular en la
evolución del papel que desempeñan, "han convertido en vitales los principios
constitucionales y las normas en materia de derechos fundamentales, difundiendo
su conocimiento a todo el cuerpo social" .

De este modo, la Corte Constitucional asegura los derechos fundamentales, y como
parte de los procedimientos constitucionales que dirige para tutelar los mismos, es
competente para conocer y resolver sobre las acciones extraordinarias de
protección contra sentencias, autos definitivos y resoluciones con fuerza de
sentencia, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 94 y 437 de la
Constitución de la República.

En el presente caso, la Corte Constitucional es competente para conocer y resolver
sobre la sentencia expedida con fecha 12 de junio del 2009 por la Primera Sala
Especializada de lo Penal de la Corte Provincial de Pichincha, dentro del proceso
de acción de protección N.° 230-09-SC, mediante la cual se revocó la sentencia
recurrida y se aceptó el recurso de apelación propuesto, dejando sin efecto las
acciones de personal de traspaso de puestos y cambios administrativos del 11 de
febrero del 2009 y 125-DIR-GR del 13 de febrero del 2009.

Por su parte, la Sala de Admisión, mediante auto de fecha 12 de agosto del 2009 a
las 19h35, resolvió que la acción extraordinaria de protección cumple con los
requisitos de admisibilidad establecidos en el artículo 52 de las Reglas de
Procedimiento para el Ejercicio de las Competencias de la Corte Constitucional,
para el período de transición, y en consecuencia admite a trámite la presente acción.

1Palabras de la Declaración de Antigua sobreJusticia Constitucional.- Guatemala, 1992.
2Giancarlo Rolla, Garantía de los Derechos Fundamentales y Justicia Constitucional, México, Editorial
Porrúa, 2006, p. 118.
3 ,Giancarlo Rolla, Op., Cit., p. 122.
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De esta forma, la Corte Constitucional se configura como el máximo órgano de
control, interpretación constitucional y de administración de justicia en esta
materia, siendo indispensable que ejerza ese control y demás atribuciones en
estricto término al señalado en la Constitución de la República, pues su función
primordial es preservar la supremacía e integridad de la misma y asegurar la
efectiva aplicación de los derechos y principios constitucionales, conforme lo
prescribe en su artículo 424, sin desconocer lo dispuesto en los artículos 425, 426,
427 y 428 ibídem, toda vez que el control de constitucionalidad abarca a otros
operadores; sin distingo de quien lo aplique perseguirá igual fin, garantizando la
supremacía de la Constitución de la República, por lo que las decisiones judiciales
adoptadas no pueden escapar a dicho control y se sujetarán también a lo dictado por
la Carta Suprema.

Así, previo a determinar los problemas jurídicos a ser resueltos, conviene
determinar la naturaleza de la acción extraordinaria de protección, la cual, como
bien se ha señalado, procede exclusivamente contra sentencias o autos definitivos
en los que se haya violado, por acción u omisión, el debido proceso u otros
derechos fundamentales reconocidos en la Constitución, una vez que se hayan
agotado los recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal, a menos
que la falta de interposición de estos recursos no fuera atribuible a la negligencia
de la persona titular del derecho constitucional vulnerado.

Todos los ciudadanos, en forma individual o colectiva, podrán presentar una acción
extraordinaria de protección contra las sentencias, autos definitivos y resoluciones
con fuerza de sentencia, en los cuales, por acción u omisión, se hayan violado
derechos reconocidos en la Constitución, mecanismo previsto para que la
competencia asumida por los jueces esté subordinada a los mandatos del
Ordenamiento Supremo. Lo contrario sería que no existiese una acción o recurso al
cual recurrir para impugnar las acciones u omisiones de los operadores judiciales
que violen derechos fundamentales, resultando que aquellos funcionarios supremos
no se encuentran vinculados o bajo el control de la Constitución. Sin duda entonces
la "procedencia de las acciones constitucionales frente a las decisiones judiciales
constituye un verdadero avance en esta materia. En efecto, el reconocimiento de la
supremacía constitucional implica aceptar que todos los poderes del Estado,
incluso el Poder Judicial, se encuentran sujetos a la Constitución y a los derechos
humanos" .

4 Claudia Escobar, "Del Tribunal a la Corte: ¿Tránsito hacia una nueva justicia constitucional?, en
Constitución del 2008 en el contexto andino, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, Quito, 2008, p.
347.
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Problemas jurídicos planteados

La acción extraordinaria de protección planteada tiene como antecedente la
presunta vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva, debido proceso y
seguridad jurídica, en la sentencia recurrida que aceptó el recurso de apelación y
dejó sin efecto las acciones de personal de traspaso de puestos y cambios
administrativos del 11 de febrero del 2009 y 125-DIR-GR del 13 de febrero del
2009, dentro del trámite de la acción de protección formulada.

El accionante afirma que se vulneran los derechos a la tutela judicial efectiva,
debido proceso y seguridad jurídica en la sentencia impugnada, puesto que la
Primera Sala Especializada de lo Penal de la Corte Provincial de Pichincha actuó
sin competencia y resolviendo temas de mera legalidad a través de una acción que,
por sus características especialísimas, debe resolver únicamente sobre la violación
por acción u omisión de derechos reconocidos en la Constitución.

En consecuencia, la Corte Constitucional, para el periodo de transición, previo a
resolver la presente acción extraordinaria de protección debe responder los
siguientes problemas jurídicos: El traspaso de puestos y cambios administrativos
realizados a varios funcionarios de la Dirección de Registro Civil, Identificación y
Cedulación, con fechas 11 de febrero del 2009 y 125- DIR-GR del 13 de febrero
del 2009, ¿afectan sus derechos fundamentales y, en consecuencia, se torna viable
la acción de protección? ¿Se vulneran los derechos a la tutela judicial efectiva,
debido proceso y seguridad jurídica, consagrados en los artículos 75, 76 y 82 de la
Constitución de la República, en la sentencia del 12 de junio del 2009, expedida
por la Primera Sala Especializada de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia de
Pichincha?

El artículo 1 de la Constitución de la República consagra que el Ecuador es un
Estado Constitucional de derechos y justicia, denominación que constituye un
avance en la teoría del derecho constitucional ecuatoriano, y un paso adelante del
estado social de derechos5, destacando la importancia de los derechos sobre la
Constitución y el Estado, reconociendo además la pluralidad jurídica.

5 Ramiro Ávila Santamaría, "Ecuador, Estado Constitucional de Derechos y Justicia", en Constitución del
2008, en el contexto andino, Quito, Serie Justicia y Derechos Humanos, Neoconstitucionalismo y Sociedad,
2008, p. 37.
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En este sentido, la Constitución de la República proclama como deber primordial
del Estado, garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos
establecidos en la misma y en los instrumentos internacionales, en particular:
educación, salud, alimentación, seguridad social y agua para sus habitantes.

En atención al primer problema jurídico planteado, esto es: El traspaso de puestos
y cambios administrativos realizados a varios funcionarios de la Dirección de
Registro Civil, Identificación y Cedulación, con fechas 11 de febrero del 2009 y
125- DIR-GR del 13 de febrero del 2009, ¿afectan sus derechos fundamentales
y, en consecuencia, se torna viable la acción de protección?, se señala:

La Primera Sala Especializada de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia de
Pichincha alega en su sentencia que el acto administrativo constante en las acciones
de personal emitidas por el Director Nacional de Registro Civil, Identificación y
Cedulación, vulneran los derechos de los servidores, al haberse ordenado el
traspaso injustificado de sus puestos de empleados del Registro Civil, que venían
desarrollando normalmente en las Unidades de Turubamba y Norte del cantón
Quito, encontrando que tal decisión administrativa era indebida y violatoria a sus
derechos, que alteró y causó un perjuicio en su rutina diaria, donde se encuentran
órdenes de carácter familiar, laboral, económicos, de salud, alimentación y social,
entre otros.

' '••'••-. ....•'• • • i-..

En este orden, los accionados hacen alusión a presuntos actos de corrupción que
serían, a su juicio, la motivación principal para la expedición de los actos
administrativos impugnados, sin que tales hechos hayan sido resueltos ante la
justicia ordinaria.

Al respecto, la facultad que le asiste al director general del Registro Civil,
Identificación y Cedulación, para ordenar los traslados y cambios administrativos,
es irrefutable y, por tanto, se considera en principio ajustada a las normas legales y
constitucionales, en atención a lo previsto en el artículo 2 de la Ley de Registro
Civil, Identificación y Cedulación, que dispone: "Art. 2.- Del Director General.- La
Dirección General de Registro Civil, Identificación y Cedulación estará
representada administrativamente por el Director General. El Director General
tendrá competencia nacional y le corresponderá organizar, ejecutar, vigilar y, en
general, administrar todos los asuntos concernientes a la Dirección de Registro
Civil, Identificación y Cedulación, así como las demás atribuciones y deberes
señalados en la ley".
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Por ello, haciendo uso de la referida facultad legal, la máxima autoridad de la
Institución accionada, esto es, el Director General del Registro Civil, Identificación
y Cedulación, expidió las acciones de personal para trasladar administrativamente a
varios funcionarios a diversas oficinas por razones de necesidad institucional, sin
que pueda considerarse tal hecho como arbitrario o abusivo, o peor aún violatorio
de derechos fundamentales, como el derecho al trabajo, invocado por los presuntos
afectados. Por el contrario, la facultad de la autoridad pública para trasladar
funcionarios responde a criterios de necesidad del servicio, mejora en la
organización y funcionamiento de la Institución Pública, en aras de optimizar la
prestación del servicio público, en el presente caso, para la celebración de
matrimonios, la inscripción de los hechos y actos relativos al estado civil de las
personas residentes en el territorio de la República y de los ecuatorianos residentes
en el exterior, y su identificación y cedulación, encontrando su límite en el respeto
de los derechos irrenunciables de los trabajadores.

Ahora bien, como se manifestó, el ejercicio de este tipo de actos administrativos
debe siempre responder a razones objetivas y fundamentadas, coherentes con el
objetivo planteado por la Institución para la prestación de un buen servicio
administrativo, más aún si se trata de funcionarios de carrera administrativa. Nos
referimos a funcionarios de carrera administrativa, puesto que aquellos
funcionarios sujetos a un régimen de libre nombramiento y remoción están
sometidos a un régimen de mayor discrecionalidad, lo cual no significa que se
puedan dar abusos de poder. Ensuma, una medida de esta naturaleza que podría ser
asumida como atentatoria de los derechos fundamentales, aun cuando, como
veremos, no lo sea, debe atender siempre a una necesidad racional de la institución,
que vaya dirigida a atender oportunamente una deficiencia en la prestación del
servicio que se trate. Es decir, tomando en consideración la naturaleza del servicio
público (servicio esencial) se encuentra justificada la actuación de la
administración pública para que en ciertos casos goce de cierta discrecionalidad a
la hora de ordenar traslados o traspasos, o para el ejercicio del "ius variando ,
como ocurre con las Fuerzas Armadas, Policía Nacional, entre otros.

6 Conforme lo manifiesta la Corte Constitucional de Colombia en Sentencia N.° 468-02, el "ius variandi",
debe ser entendido como: "la potestad del patrono en ejercicio de su poder subordinante para alterar las
condiciones en cuanto al modo, lugar, cantidad o tiempo de trabajo de sus empleados, encuentra su límite
último en el respeto a los derechos fundamentales del trabajador y debe enmarcarse siempre dentro de la
órbita del respeto a la dignidad humana. En esta medida, su carácter absoluto desaparece paraconvertirse
en un criterio condicional, es decir, sujeto a las razonables necesidades de una empresa, siempre y cuando
no conlleve una desmejora en las condiciones laborales6. Su alcance no está circunscrito únicamente a las
relaciones entre particulares, sino que, por el contrario, resulta completamente válido cuando el empleador
es una entidad de derecho público, pues los límites a su ejercicio se derivan del reconocimiento del
trabajador como sujeto de derechos y no del tipo de vinculación o de la clase de empleador que se tenga .
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En razón de lo expuesto, si bien la administración pública goza de un cierto margen
de discrecionalidad cuando se trata de ejercer algunas funciones como las que se
demanda, tampoco se debe desconocer que la propia Constitución de la República,
que en primera instancia le otorga tales competencias, también le prohibe atentar
contra los derechos fundamentales de los trabajadores, y por ende la decisión de
ordenar el cambio o traslado de servidores públicos debe realizarse dentro de un
marco de razonabilidad, tomando en consideración, por ejemplo, que tales traslados
se efectúen a cargos similares o equivalentes, con igual o mayor remuneración, que
se tenga en cuenta la situación de salud, situación familiar, habilidades, entre otros,
todo con la finalidad de evitar que se produzca un perjuicio o violación grave a los
derechos. Debe quedar claro, entonces, que la discrecionalidad de la administración
pública, a más de respetar las condiciones o características mencionadas en relación
a los trabajadores y los límites que le impone la Constitución y la ley, debe
procurar en última instancia el efectivo goce de los derechos fundamentales.

Por otro lado, la referida facultad constitucional y legal de la máxima autoridad de
la Dirección General del Registro Civil, Identificación y Cedulación, encuentra su
fundamento en el artículo 226 de la Constitución de la República, que establece:
"Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o
servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal
ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la
Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento
de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la
Constitución". Es decir, aquella posibilidad de ejercer únicamente las competencias
y facultades que estén atribuidas en la Constitución y en la ley, hace que el
ejercicio del servicio público en general sea riguroso y dotado de un carácter de
legalidad, justamente porque se trata de un servicio a la colectividad que debe
regirse por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía,
desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación,
transparencia y evaluación. En este orden, se precisa que el desempeño de un cargo
público debe realizarse observando lo previsto en la Constitución y la ley, caso

4.- Uno de los elementos que caracterizael ejercicio del ius variandi consisteprecisamenteen la facultad de
ordenar traslados, ya sea en cuanto al reparto funcional de competencias (factor funcional), o bien teniendo
en cuenta la sede o lugar de trabajo (factor territorial), pero sin que pueda desmejorarse al servidor en sus
condiciones laborales. No obstante, aún cuando su aplicación es tanto para la esfera de lo privado como de
lo público, es comprensible que en materia de traslados haya diferencias dependiendo del tipo de
empleador, porque cuando interviene una entidad del Estado media siempre el interés general y los
principios de la función pública que permiten, en ciertos casos, tomar determinaciones en forma mucho
más expedita".
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contrario, su ejercicio se tornaría arbitrario, y por ello la propia Constitución señala
expresamente que ninguna servidora o servidor público estará exento de
responsabilidades por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones, o por sus
omisiones, y serán responsables administrativa, civil y penalmente por el manejo y
administración de fondos, bienes o recursos públicos.

Este conjunto de postulados constitucionales obligan a todos los servidores
públicos a ajustar su conducta a las normas constitucionales y legales vigentes, las
cuales señalan el camino que deben seguir en la toma de sus decisiones, conforme
las competencias y facultades asignadas. Justamente, por lo manifestado, la
Constitución de la República dota de un carácter solemne y majestuoso al ejercicio
del servicio público, el cual no puede ser ejercido por cualquier persona, sino sólo
por aquellas que luego de un concurso de méritos y oposición, en la forma que
determine la ley, puedan ingresar al servicio público, con excepción de aquellos
servidores públicos de elección popular o de libre nombramiento y remoción. Tan
importante es su actividad que el propio ordenamiento supremo establece ciertas
condiciones para su ejercicio. Tenemos: a) Las servidoras y servidores públicos, sin
excepción, presentarán al iniciar y al finalizar su gestión y con la periodicidad que
determine la ley, una declaración patrimonial jurada que incluirá activos y pasivos,
así como la autorización para que, de ser necesario, se levante el sigilo de sus
cuentas bancarias; quienes incumplan este deber no podrán posesionarse en sus
cargos7; b) No podrán ser funcionarías ni funcionarios ni miembros de organismos
directivos de entidades que ejerzan la potestad estatal de control y regulación,
quienes tengan intereses en las áreas que vayan a ser controladas o reguladas o
representen a terceros que los tengan. Las servidoras y servidores públicos se
abstendrán de actuar en los casos en que sus intereses entren en conflicto con los
del organismo o entidad en los que presten sus servicios8; c) En el ejercicio del
servicio público se prohibe, además de lo que determine la ley: 1. Desempeñar más
de un cargo público simultáneamente a excepción de la docencia universitaria
siempre que su horario lo permita. 2. El nepotismo. 3. Las acciones de
discriminación de cualquier tipo .

En definitiva, este marco constitucional y legal dentro del cual se desenvuelven los
servidores públicos en el ejercicio de sus funciones es el fundamento del principio
de legalidad de los actos administrativos que expiden, que por supuesto no lo hacen
a título personal, sino en representación del Estado y, en consecuencia, por el

7Ver artículo 231 de la Constitución de la República.
8Ver artículo 232 de la Constitución de la República.
9Ver artículo 230 de la Constitución de la República.
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carácter de legalidad que se imprime a los mismos, éstos producen efectos jurídicos
y tienen plena validez. Tales actos expedidos por la administración pública son de
obligatorio cumplimiento y, por tanto, la administración se coloca en un plano de
supremacía jurídica frente a los particulares o administrados, en el cual éstos
últimos quedan sometidos a las decisiones unilaterales de la Administración
Pública dictadas en base a una potestad. "Dicha supremacía jurídica viene, no
obstante, atemperada por el propio concepto de potestad que implica la vinculación
de la acción administrativa al ordenamiento jurídico y a la consiguiente satisfacción
de intereses públicos, y sobre todo, por la tutela judicial efectiva de los derechos e
intereses de los administrados. Tutela judicial que partiendo de una supremacía
jurídica de la administración pública en la acción, implica una paridad sustancial
entre Administración y administrados ante los tribunales que controlan el ejercicio
de las potestades administrativas. (...) En resumen, la situación jurídica que se
deriva de la atribución de potestades a la Administración Pública, y la atribución de
los privilegios señalados, configuran un status jurídico de supremacía jurídica de la
Administración pública, frente al status que el ordenamiento reconoce a los
administrados. Debe advertirse, sin embargo, que la Administración ve
contrarrestada su posición de supremacía con la obligada sumisión a reglas
procedimentales, a normas de selección de su personal o de sus contratistas, a
especiales reglas de controles internos, en particular para el control del gasto
público, etc. Reglas que no se aplican a los particulares y que, en cierto modo,
encorsetan la libertad de acción de la Administración Pública, por lo que han sido
definidas como privilegios en menos, de la Administración (RIVERO)" 10

• •

Por lo expuesto, la administración pública es un servicio a la colectividad, y por
ende los actos que expida deben ser coherentes con las normas constitucionales y
legales previstas para cada caso, buscando en última instancia el bien común y el
interés general. En este sentido, Marino Tadeo Henao ha manifestado: "La
concepción democrática del poder excluye y proscribe cualquier acto del Estado

-dirigido a conseguir finc3 simplemente personales o inspirados en intereses
minoritarios o de grupo, pero no basta que el Estado persiga fines de interés público
o de defensa de derechos objetivos para que sus actos resulten legítimos. Ni
siquiera es suficiente que los órganos emisores del acto tengan origen democrático.
Es necesario, además, que por la Constitución y la ley se les haya confiado la
competencia para expedir el acto y que utilicen sólo los medios legalmente
autorizados. Estos, en todo caso, deben ser adecuados, necesarios y proporcionales

10 Luis Cosculluela Montaner, Manual de DerechoAdministrativo, Tomo I, Décimo Quinta Edición, Madrid,
Civitas Ediciones, 2004, p. 327 y 328.
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a la magnitud del conflicto y ante todo al fin que se persigue. Es el principio de
utilización moderada del poder" .

Como bien se ha expresado, la Dirección General de Registro Civil, Identificación
y Cedulación, es una entidad de carácter público, y por ende las personas que
laboran en ella son servidores públicos, constituyendo su servicio un servicio a la
colectividad, cuyos actos administrativos deben estar sujetos a lo previsto en la
Constitución de laRepública y la ley, y sobre todo, el ejercicio de sus competencias
y facultades lo realizan en consideración a la oportuna atención de las necesidades
esenciales del servicio público y de la función pública en general, que no puede
verse limitada o imposibilitada de disponer traslados administrativos necesarios,
puesto que, como se sostuvo, prima el carácter público por sobre el particular, aún
cuando se exija también unajustificación mínima al respecto.

Para facilitar aún más la respuesta al problema jurídico propuesto conviene realizar
algunas consideraciones: 1. Los presuntos afectados por la expedición de los actos
administrativos impugnados, servidores públicos de la Dirección General de
Registro Civil, Identificación y Cedulación, son funcionarios sujetos al régimen de
carrera administrativa. 2. Los traslados administrativos que se efectuaron responden
a igual categoría y remuneración. 3. Teniendo como antecedente los presuntos
hechos de corrupción, no puede considerarse que con el traslado administrativo se
haya impuesto alguna sanción o retaliación por tales hechos, pues no se está
afectando su estabilidad, remuneración, categoría, etc., es decir, al núcleo esencial
del derecho al trabajo y a la estabilidad laboral; al contrario, se les confirma en sus
puestos de trabajo en la institución a la cual prestan sus servicios, dentro de la
circunscripción territorial. 4. En ciertos casos, se ordena su traslado a lugares
distintos al cantón Quito, dentro de la Provincia de Pichincha, como es el caso del
señor Fabián Rolando Quijano, que fue trasladado a Cayambe, ciudad con similares
características geográficas y cercana a la ciudad de Quito; en los demás casos, los
traslados se producen dentro de la ciudad de Quito, de una dependencia a otra. 5.
Por las razones expuestas, los traslados administrativos noevidencian una violación
a derechos fundamentales como lo afirman los servidores públicos, y lo ratifican
los jueces de la Primera Sala Especializada de lo Penal de la Corte Provincial de
Justicia, quienes señalan que tales traspasos injustificados son violatorios de sus
derechos, que alteran y causan un perjuicio en su rutina diaria, donde se encuentran
órdenes de carácter familiar, laboral, económico, de salud, alimentación y social,
sin realizar un análisis de las características de cada caso en particular, y lo que es

7Marino Tadeo Henao. La Constituyente, la Constitución y la reforma delEstado. Documentos ESAP 1.990.
Págs. 14 y 15.
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más importante, sin especificar claramente caso por caso qué derechos
constitucionales se consideran violados en forma grave con la expedición de tales
actos, pues afirmar que se causa un perjuicio en su rutina diaria no constituye de
ningún modo vulneración a derechos constitucionales. Más aún, la presunta
vulneración de los mismos debe aparecer probada en la respectiva sentencia, a más
de ser grave y objetiva, como en el evento de poner en peligro la vida o la
integridad física del servidor o de algún miembro de su familia, o generar graves
problemas de salud, entre otros. Probablemente, la vía idónea hubiera sido la vía
contenciosa administrativa, ya que lo que persiguen los accionantes en última
instancia es la declaratoria de nulidad de tales acciones de personal y, por tanto, el
restablecimiento a sus puestos de trabajo, mas no la determinación de la violación
de derechos constitucionales fundamentales, que es la base fundamental para la
procedencia de la acción de protección que se sustanció y que es materia de
análisis.

En atención al segundo problema jurídico planteado nos preguntamos: ¿Se
vulneran los derechos de las personas a la tutela judicial efectiva, imparcial y
expedita de sus derechos e intereses y al debido proceso, consagrados en los
artículos 75 y 76 de la Constitución de la República, en la sentencia del 12 de
junio del 2009, expedida por la Primera Sala Especializada de lo Penal de la
Corte Provincial de Pichincha?

El artículo 10 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948),
consagra el derecho a la tutela efectiva, imparcial y expedita, de la siguiente forma:
"Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída
públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la
determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier
acusación contra ella en materia penal".

El referido derecho, como bien ha señalado esta Corte, se encuentra ampliamente
tutelado por un sinnúmero de instrumentos internacionales vigentes, como la
Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José, Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Declaración Americana de los
Derechos y Deberes del Hombre, entre otros, y consagrados por la Constitución de
la República que proclama como deber primordial del Estado garantizar, sin
discriminación alguna, el efectivo goce de los derechos establecidos en la
Constitución y en los instrumentos internacionales. En concordancia con aquel
postulado, el artículo 75 ibídem establece que toda persona tiene derecho al acceso
gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e
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intereses, con sujeción a los principios de inmediación y celeridad, sin que en
ningún caso quede en indefensión.

En doctrina, la garantía a la tutela efectiva, imparcial y expedita de los derechos de
las personas tiene relación con el acceso a los órganos jurisdiccionales, para que
luego de un proceso que observe las garantías mínimas establecidas en la
Constitución y en la ley, se haga justicia; por tanto, se puede afirmar que su
contenido es amplio y que en él se diferencian tres momentos: 1.- Acceso a la
justicia; 2.- Desarrollo del proceso en un tiempo razonable; y 3.- Ejecución de la
sentencia, esto es, acceso a la jurisdicción, proceso debido y eficacia de la
sentencia.

Para el profesor Iñaki Esparza Leibar, el derecho a la tutela judicial efectiva "es un
derecho fundamental cuya satisfacción no se obtiene, como ocurriría según una
perspectiva estrictamente individual-liberal, «con la mera abstención estatal. Por el
contrario, es por definición un derecho procedimental, due process, que se afianza
con el establecimiento de una organización, la jurisdiccional, y con arreglo a unos
principios umversalmente consagrados que conforman el Derecho Procesal:
independencia judicial, imparcialidad, reglas probatorias, en fin, garantías
procesales»" .

Por lo tanto, el contenido constitucional del derecho a la tutela judicial efectiva
radica no solamente en el derecho de acceso a la justicia o en el derecho a la
ejecución de las resoluciones judiciales expedidas, sino que va más allá, y
principalmente consiste en el derecho a obtener una resolución fundada
jurídicamente. Así, el referido derecho hará alusión a aquél derecho fundamental
que se considera violado siempre y cuando no se observe en el proceso ciertos
contenidos mínimos, establecidos en el artículo 75, 76, entre otros, de la
Constitución de la República.

En concordancia con lo manifestado, el artículo 76 de la Constitución de la
República consagra de forma expresa el debido proceso, al señalar que en todo
proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se
asegurará tal derecho que incluirá las garantías básicas previstas en los numerales 1
al 7 del referido artículo.

11 Jesús González Pérez, ElDerecho a la Tutela Jurisdiccional, Madrid, Civitas Ediciones, Tercera Edición,
2001, p. 57.
12 Iñaki Esparza Leibar, ElPrincipio del Proceso Debido, Barcelona, José María BOSCH Editor S.A., 1995,
p. 172.
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Es decir, la importancia del derecho al debido proceso deriva de la relevancia
misma del ejercicio de lamayoría de los derechos fundamentales consagrados en la
Constitución de la República, puesto que si bien la Constitución no establece un
procedimiento determinado al cual debe regirse el juez, el ejercicio efectivo de este
derecho, y en general del derecho a la tutela judicial efectiva, sí que implica la
existencia de todo un conjunto de garantías que se traducen en la consagración de
una serie de derechos fundamentales, constitucionalizados.13 Por tanto, no es sino
aquel proceso que cumple con las garantías básicas establecidas en la Constitución,
y que hace efectivo el derecho de las personas a obtener una resolución de fondo,
basada en derecho.

En razón de lo expuesto, esta Corte evidencia que la sentencia, materia de análisis,
carece de motivación, garantía constitucional consagrada en el literal /, numeral 7
del artículo 76 de la Constitución de la República, que prevé: "1) Las resoluciones
de los poderes públicos deberán ser motivadas...".

Recordemos que la motivación de las resoluciones judiciales es requisito esencial
para la observancia de un proceso debido, y más concretamente, para la
observancia dentro del litigio del derecho a la tutela judicial efectiva y expedita de
los derechos e intereses de las personas, sin que en ningún caso quede en
indefensión. En otras palabras, "las resoluciones judiciales que contengan
contradicciones internas, arbitrariedades o errores lógicos que las conviertan en
manifiestamente irrazonables, aún teniéndola se las considerará carentes de
motivación, y por lo tanto vulnerarán el derecho a la tutela judicial efectiva (...)
Para que se considere cumplido el requisito de la motivación, es necesario que lleve
a cabo la doble finalidad de exteriorizar, de un lado, el fundamento de la decisión
adoptada, haciendo explícito que éste responde a una determinada interpretación
del Derecho, y de permitir, de otro, su eventual control jurisdiccional mediante el
efectivo ejercicio de los derechos". .

Por estas razones, conforme se mencionó, existe falta de motivación en la sentencia
dictada por la Primera Sala Especializada de lo Penal de la Corte Provincial de
Pichincha, puesto que no se trata solamente de señalar los derechos
constitucionales que se consideran violados haciendo un listado de los mismos,
sino de demostrar, en el caso concreto, aquella vulneración, hecho que no se realiza
en la sentencia que se impugna, puesto que no se efectúa un examen

tí- Iñaki Esparza Leibar, ElPrincipio del Proceso Debido", Barcelona, José María Bosch Editor S.A., 1995,
p. 166.
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particularizado, caso por caso, que ponga en evidencia esa grave vulneración a los
derechos fundamentales, y de cómo la expedición de los actos administrativos
impugnados causan un daño irreparable. Por citar un ejemplo, laPrimera Sala de lo
Penal hace referencia a una vulneración del derecho al trabajo, sin especificar la
afectación a su núcleo esencial, y por tanto, no es posible determinar en la práctica
tal vulneración si, como vemos, no se ven perturbados los elementos esenciales de
tal derecho.

De esta forma, prima facie se establece que la sentencia impugnada dictada por la
Primera Sala Especializada de lo Penal de la Corte Provincial de Pichincha, lesiona
los derechos a la tutela judicial efectiva y al debido proceso, al no existir
motivación y en consideración que el acto administrativo fue realizado en estricto
ejercicio de las facultades constitucionales, legales y reglamentarias, al tratarse de
una necesidad institucional que tuvo por objeto atender necesidades urgentes del
servicio público que brinda, fundamentada enel respectivo informe de laUnidad de
Recursos Humanos, informe técnico DIRGRCIC-UARs-2008-278, que no hace
sino anteponer el interés público al interés particular, y cumplir de forma eficiente
con las funciones y atribuciones que le corresponden, precautelando el derecho al
trabajo y a la estabilidad laboral de los recurrentes, pues no se está afectando el
núcleo esencial de los referidos derechos, al contrario, continúan en goce de ellos,
pero de una forma tal que existe armonía entre el interés de la colectividad, la
eficiencia de la administración y sus derechos.

Por estas consideraciones, la Corte Constitucional, para el periodo de transición, ha
determinado que existe vulneración de derechos fundamentales de contenido
sustantivo, tornándose, por tanto, viable la excepcional acción extraordinaria de
protección, razones por las cuales emite la siguiente:

III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de la
Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional, para
el periodo de transición, expide la siguiente:

SENTENCIA

1. Se declaran violados los derechos constitucionales de tutela efectiva,
imparcial y expedita de los derechos e interés de las personas, consagrados
en el artículo 75 de la Constitución de la República, así como la garantía del
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debido proceso, establecida en el artículo 76, numeral 7, literal / ibídem, en
la sentencia emitida por la Primera Sala Especializada de lo Penal de la
Corte Provincial de Pichincha con fecha 12 de junio del 2009.

2. Como consecuencia de lo anterior, se acepta la acción extraordinaria de
protección interpuesta por el señor Jimmy Salazar Gaspar, en su calidad de
Director General encargado de la Dirección General de Registro Civil,
Identificación y Cedulación, dejándose sin efecto la referida sentencia y
dejando en firme la sentencia expedida por el Juez Quinto de Trabajo de
Pichincha, con fecha 16 de marzo del 2009.

3. Notifíquese, publíquese y cúmp

Dra. Márcjá'Rámos BenaTcázar
SECRETARIA GENERAL

Razón: Siento por tal, que la Sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno de
la Corte Constitucional, para el período de transición, con cinco votos de los
doctores: Roberto Bhrunis Lemarie, Alfonso Luz Yunes, Hernando Morales
Vinueza, Edgar Zarate Zarate y Patricio Pazmiño Freiré, sin contar con la presencia
de los doctores Ruth Seni Pinoargote, Nina Pacari Vega, Patricio Herrera
Betancourt y Manuel Viteri Olvera, en sesión del día jueves uno de septiembre del
dos mil once. Lo certifico.

MRB/ccp/iqg
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CAUSA N.° 0551-09-EP

Razón: Siento por tal, que la sentencia que antecede fue suscrita por el doctor
Patricio Pazmiño Freiré, Presidente de la Corte Constitucional, el día lunes diez
de octubre del dos mil once, a las once horas y seis minutos.- Lo certifico.
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